Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 35 minutos) 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social tiene el agrado de recibir a la 
Organización Nacional de Jubilados y Pensionistas del Uruguay, que nos habían solicitado una audiencia, 
a lo que hemos tratamos de responder lo más rápidamente posible. Les cedemos el uso de la palabra 
para que nos planteen sus inquietudes. 


SEÑOR AMARO..- Señor Presidente de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado: 
en el día de hoy, la delegación de la ONAJPU está compuesta por Mirna Martirena -nuestra primera 
suplente en el Directorio del Banco de Previsión Social-; nuestro compañero de prensa, el señor Jutronich; 
el señor Paulino Porrás, Vicepresidente de ONAJPU; y nuestro compañero Aníbal Di Bello, Secretario de 
Finanzas. 


Nos convoca asistir a esta Comisión una inquietud que tiene que ver, primero, con el hecho de 
que estamos frente a un año atípico en lo que tiene que ver con la legislación de los asuntos vinculados a 
la seguridad social, dado que a partir del primero de noviembre del corriente año comienza el año 
preelectoral y, en función de ello, la Constitución de la República prevé que no podrán aumentarse los 
gastos que no estén presupuestados. Eso indica que no podrá haber iniciativas del Poder Ejecutivo ni 
leyes promovidas por el Parlamento que mejoren económicamente a la seguridad social. 


En ese marco, el primer problema que nos aflige desde hace bastante tiempo es la situación de 
7.000 jubilados que están amparados en lo que hoy llamamos jubilación mínima, que consiste en $1.775 
por mes. Nos parece que es innecesario abundar en argumentos para fundamentar que este pequeño 
sector -que en realidad comprende a 7.000 mujeres y hombres que trabajaron durante treinta años o más- 
está marginado de la sociedad, puesto que no tiene posibilidades de acceder a ningún estamento, ya sea 
de la cultura, de la enseñanza u otros, e incluso son personas que están mal alimentadas. Todo esto llega 
al final de una vida de trabajo, durante la cual han aportado lo que estuvo a su alcance para ayudar a 
construir el país que tenemos hoy. 


A su vez, sabemos que existe una franja de jubilados, del orden de los 146.800, que ganan entre 
$1.775 y $ 5.325, que equivale a tres bases de prestaciones contributivas. Estamos hablando de 146.800 
jubilados y de alrededor de 120.000 pensionistas. En definitiva, estamos reclamando para este sector un 
10% de aumento adicional. 


Precisamente, en cuanto a los aumentos adicionales el Gobierno ya ha expresado -incluso lo ha 
planteado en el ámbito de discusión que tenemos con el Poder Ejecutivo- que la prioridad es aumentar las 
jubilaciones y pensiones más sumergidas. Ha habido aumentos de 3% en tres oportunidades distintas, y 
nosotros decimos que eso está bien, pero también sostenemos que es absolutamente insuficiente un 
aumento de ese tipo en una jubilación de $ 2.000, pues representa aproximadamente $ 60 por mes. 


Además, reclamamos un aumento de un 5% para aquellas jubilaciones y pensiones de entre $ 
5.000 y los $ 10.000. Con esto queremos cumplir un principio que nuestro Congreso ha definido, que 
tiene que ver con la preocupación fundamental en lo que tiene que ver con este sector de jubilados y 
pensionistas, que son los que están más sumergidos y tienen las mayores dificultades de carácter 
económico para acceder a una vida digna. 


Queremos plantear nuevamente un tema y hacer algunas consideraciones, que sólo deben ser 
tomadas como tales. Los jubilados y pensionistas que dependemos del Banco de Previsión Social somos 
uno de los pocos sectores que aún quedan en el país que no reciben aguinaldo o una retribución especial 
a fin de año. Entonces, la consideración es la siguiente: si nosotros queremos una seguridad social que 
sea justa, equitativa y que mida a todos los ciudadanos -en este caso, jubilados- con la misma vara, 
debemos tener en cuenta algunos aspectos. Quienes dependemos del Banco de Previsión Social, 
contando con 60 años de edad y 35 años aportados podemos acceder a una jubilación que es del 50%; 
sin embargo, si se trata de un militar, que se jubila a través de la Caja Militar, al retirarse lo hace con un 


grado superior al que viene desempeñando. Además, la viuda de un jubilado dependiente del Banco de 
Previsión Social puede acceder al 61% ó 65%, mientras que en la Caja Militar se otorga el 100%. En 
cuanto al tema de una retribución especial a fin de año, nosotros estamos pidiendo 3 Unidades 
Reajustables -aproximadamente $ 1.020- mientras los militares reciben el sueldo integro, es decir una 
especie de aguinaldo o decimotercer sueldo. 


Hemos participado en la discusión sobre qué seguridad social queremos los uruguayos, hemos 
compartido un ámbito con todos los sectores involucrados en la misma y, además, impulsados por el 
propio Presidente de la República, hemos hecho nuestras propias propuestas. Estamos trabajando en 
función de lo que ONAJPU cree que debe ser la seguridad social, pero decimos que aún falta mucho para 
lograr una seguridad social que realmente desarrolle una justicia social pareja para todos. 


Vemos con asombro cómo el Poder Ejecutivo, entre abril y mayo, aporta $ 1.200:000.000 a la 
Caja Militar, de la que dependen apenas 44.000 jubilados y pensionistas. Nosotros somos 
aproximadamente 570.000 personas que estamos bregando, por ejemplo, por este aguinaldo que 
devengaría en un orden de US$ 30:000.000. 


Estas reivindicaciones, que las venimos planteando hace bastante tiempo, hasta la fecha no han 
tenido respuesta, pero seguimos manteniendo expectativas en torno a las mismas. 


Hay un tema que es principal: ONAJPU considera significativos los aumentos recibidos -sobre 
todo en los últimos dos años- de acuerdo con el Índice Medio de Salarios, que representó 12% y 13% a 
partir del 1? de enero de 2008, contra un 8.5% del Índice de Precios al Consumo, lo que significa que 
recuperamos 4.5% del poder adquisitivo perdido. Sin embargo, nuestras prestaciones van recibiendo los 
impactos del IPC de enero, de febrero, y ya en marzo está por encima de los 2 puntos. Suponemos que 
alrededor del mes de junio o de julio -máxime si consideramos situaciones externas, además de lo que 
tiene que ver con el desarrollo económico del país y los planes del Gobierno- la inflación superará el 4.5%. 
A partir de ahí, perderemos poder adquisitivo el resto del año, para volver a recuperarlo en enero. Así, 
sucesivamente, en una parte del año recuperamos algunos puntos del poder adquisitivo y en los últimos 
meses del mismo volvemos a perderlo. 


Con el objeto de solucionar esta dificultad y mantener sostenidamente la recuperación de 
nuestras prestaciones, creemos que es necesario modificar la Ley N* 16.903 y otorgar aumentos dos 
veces por año -es decir semestralmente, el 1? de enero y el 1* de julio de cada año- naturalmente de 
acuerdo con el Índice Medio de Salarios nominal. Este es un tema que abordaremos, en forma incluso 
particular, con los señores Senadores, para explicarles en profundidad la modificación de la Ley antes 
mencionada. Aunque se trata de una modificación, no tenemos certeza si se puede llevar adelante en el 
propio Parlamento o si, por estar vinculada a los temas de la seguridad social, deberá venir como iniciativa 
del Poder Ejecutivo. 


Hay otro tema que es irritante y que tiene que ver con la valoración del ingreso per cápita de 
nuestras familias para el otorgamiento de aumentos diferenciales. Para recibir el 3% que otorgó 
anteriormente el Gobierno, o incluso la prima por edad a las jubilaciones y pensiones más sumergidas, 
debe ganarse actualmente menos de $ 5.325; pero además de ello, en el hogar debe haber un ingreso per 
cápita menor a esa cantidad. Esto implica que los jubilados pasamos a depender económicamente de 
nuestros familiares, con lo que vamos perdiendo dignidad, porque no podemos decir a un familiar que 
tenga un buen salario mensual que los aumentos que se otorgarán a los jubilados será para aquellos en 
cuyo hogar el ingreso per cápita sea menor a $ 5.325; es como decirle: “Asistime para determinadas 
cuestiones que hacen a nuestra propia vida”. Creemos que hay que eliminar, de una vez por todas, la 
consideración de tener en cuenta los ingresos per cápita de los hogares de menores recursos para otorgar 
estos aumentos que son adicionales. 


Lo propio decimos con respecto al caso de la prima por edad, tema que deberíamos discutir 
porque anteriormente no lo hicimos. Todos conocemos la historia de la prima por edad: se votó por el año 
sesenta para todos los mayores de 70 años, tomando en cuenta los gastos de salud -que son mayores a 
partir de esa edad- de alimentación -que muchas veces tiene que ser especial- y el hecho de que algunos 
se valen por sí mismos y otros no. El Legislador de la época estableció una prima por edad, que todos 
sabemos que fue suprimida por el Acto Institucional N* 9 de la dictadura; muchos años después del 


retorno a la democracia, el actual Gobierno proyecta una ley de prima por edad que es harto compleja y 
que no nos satisface para nada. 


Actualmente hay jubilados de 70 años que cobran toda la prima por edad, que son aquellos que 
tienen los derechos desde antes del 79. Sin embargo, hay jubilados que ganan menos de $ 5.325, en 
cuyo hogar también ingresa menos de esa cantidad per cápita, y que aun teniendo 70 años, cobran la 
prima por edad en un período de cinco años: ya cobraron un quinto el primer año, otro quinto el segundo, 
y así será hasta el 2.010. Luego hay otro grupo de jubilados que tienen 80 años o más, que ganan menos 
de $ 5.325, en cuyo hogar ingresa menos de esa cifra per cápita, que en un periplo de tres años cobrará 
el 100% de esa prima. Hay otro grupo de entre 70, 80 ó 100 años que no cobra la prima por edad aunque 
gana menos de dicha cifra. Este tema tiene que ser considerado por los señores Senadores a los efectos 
de establecer algo que parece sencillo: si se trata de una prima por edad para mayores de 70 años, que 
simplemente se diga que es una prima por edad para mayores de 70 años. Pero que después se 
coloquen aditivos -como que tienen que ganar menos de tanto, o que si tienen 70 años y ganan menos de 
cuanto lo cobran en cinco años, y si tienen 80 en tres años, pero si ganan más de $ 5.325 no la cobran- 
nos parece una discriminación hacia los jubilados y pensionistas y no refleja el espíritu de la primera ley 
que se votó en el año 60 y que fue bien sencilla: prima por edad para mayores de 70 años. Nosotros 
pedimos que se tomen en cuenta estos puntos. 


Es conocido que nosotros estamos reclamando que se modifique la Ley N* 16.713. Uno de los 
primeros aspectos que creemos que debe estar en la consideración del Legislador es la libre opción para 
que los trabajadores que hoy están en el marco de las AFAP puedan elegir si siguen en dichas 
instituciones o retornan al Banco de Previsión Social. Creemos que esto fortalece el Banco, restablece la 
solidaridad intergeneracional y afirma una política del Banco atendiendo los problemas que tenemos los 
jubilados. El señor Ministro de Economía y Finanzas ha dicho que las AFAP no tienen nada que ver con la 
seguridad social, que son parte de un capital financiero que funciona como tal. Pero, ¿con qué? Con los 
ahorros que provienen de los trabajadores. En ese marco, nosotros creemos que tiene que haber una 
flexibilidad en cuanto a los años de trabajo y de edad para que se otorguen los derechos jubilatorios. Hay 
una franja que debe ser superior a las 10.000 personas, que por distintas circunstancias no pudo 
acumular 35 años de trabajo, pero quizá tenga 30, 31 ó 32, y 60 ó 65 años de edad. Esa persona ya no 
conseguirá un trabajo. ¿Quién le dará trabajo a una persona de más de 60 años, cuando puede emplear 
gente más joven? Tampoco se puede jubilar porque esta misma Ley, la N* 16.713, considera que para 
otorgarle los derechos jubilatorios tiene que tener 60 años de edad y 35 años aportados al Banco de 
Previsión Social. Creemos que debe legislarse en la dirección de que haya una ley que flexibilice los años 
de trabajo y de edad de ese sector que, insisto, son alrededor de 10.000 mujeres y hombres, a quienes 
hemos dado en llamar “los cincuentones” que no pueden tener ninguna posibilidad de volver al trabajo y 
tampoco de jubilarse. 


No queremos soslayar -le damos el mismo valor- otro elemento que aparece en el marco de 
esta ley, como es la tasa de reemplazo, la cual quedó establecida a partir del año 1996. El trabajador con 
60 años de edad y 35 años de trabajo aportados al Banco de Previsión Social, se jubila con un 50% de lo 
que perciba en ese momento. Por tanto, lejos de obtener -como antiguamente se decía- un premio retiro, 
con una jubilación que podría estar en el 75% de la sus ingresos para poder vivir sus últimos años con 
dignidad junto a su familia, pasa a retardar su jubilación, y si tiene 60 años y se siente fuerte, sigue 
trabajando hasta los 64, 65 ó 70 años, por lo que la tasa de reemplazo va mejorando. En consecuencia, 
cuando se jubila, la mayor parte de su vida ha transcurrido, y en vez de disfrutar los últimos años, se llena 
de dificultades. Nosotros creemos que debe mejorarse la tasa de reemplazo y que a partir de los 60 años, 
con 35 años de aporte, debe otorgarse un porcentaje superior. Esto lo hemos considerado en el marco de 
la reforma de la seguridad social y suponemos que deberíamos seguir discutiéndolo con los señores 
Legisladores. 


Nosotros somos muy claros en cuanto al Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. La 
resolución de nuestro 13% Congreso expresa que toda la sociedad debe aceptar como bueno el principio 
de que a la hora de pagar impuestos debe pagar más el que tiene más, a lo que agregamos: siempre que 
ello sea para ayudar más y mejor al que tiene menos. Seguimos creyendo que este principio es bueno. 
Nuestro país ha soportado a lo largo de casi toda su historia un sistema tributario injusto y regresivo, 
sostenido casi exclusivamente por el Impuesto al Consumo -el IVA- u otros de características similares - 
COFIS- que terminaban recargando el mayor peso fiscal en los trabajadores, en los jubilados y los 
pensionistas, que son sectores de menores ingresos y de ingresos fijos que, además, gastan 
rápidamente las retribuciones que reciben, principalmente en artículos de primera necesidad. Por eso 


consideramos que el sistema tributario debe avanzar en forma consecuente, en términos de igualdad, y 
debe resolver las siguientes grandes cuestiones. Debe tender a una reducción significativa del IVA, en el 
entendido de que el mismo afecta principalmente a aquellos sectores que viven de ingresos fijos y deben 
consumir todo su ingreso. Asimismo, hay que determinar una Canasta Básica Familiar exenta de IVA e 
impulsar, desde la organización nacional, la creación de organismos de control de precios por parte del 
Poder Ejecutivo, con participación de las organizaciones populares. ¿Por qué decimos esto? Porque es 
clarísimo que si hoy se decide reducir un punto el IVA, los grandes espacios que venden artículos de 
primera necesidad esta noche remarcarán la mercadería con ese punto y otro más, por las dudas de que 
continúe bajando. 


Por su parte, consideramos que se debe subir el monto mínimo no imponible a diez bases de 
prestaciones contributivas, o sea, a $ 17.775, asociándolo al ingreso que permita satisfacer las 
necesidades básicas y para poder, así, readecuar la estructura en las diferencias de franja. En este 
sentido, creemos que hay que readecuar la aplicación de ese 10% o 15% y más en adelante. 


Creemos que también tendrían que tomarse en cuenta los ingresos del núcleo familiar y 
deducirse algunos conceptos; por ejemplo, el pago del alquiler, los gastos de transporte y los tiques de 
alimentación que perciben algunos sectores. Pensamos que esto debe deducirse del Impuesto a la Renta 
de las Personas Físicas, porque hace a la satisfacción de las necesidades básicas del individuo. 


En otro orden de cosas, pensamos que debería gravarse en forma progresiva el capital. 
Creemos que tanto el aporte del 15% que realizan los trabajadores, como el del 7.5% que hacen los 
empresarios al Banco de Previsión Social, debe invertirse a efectos de poder cumplir con el principio de 
que el que tiene más pague más y el que tiene menos pague menos. No alcanzamos a comprender - 
quizá, porque no tenemos la capacidad para poder discernir la aplicación de impuestos a sectores del 
agro, que en este momento tienen poco menos que en vilo a la República Argentina- cómo, en el caso 
concreto de la soja, el Gobierno argentino plantea cobrar detracciones de hasta un 40%. En Uruguay no 
hay detracciones, ellas no se aplican. Quienes siembran soja en la Argentina -cada vez en mayor 
cantidad- arriendan campos en el país con el fin de exportarla por nuestro puerto con una detracción de 
cero. ¿Esto es justo? No; creemos que se deben aplicar impuestos a los sectores que ganan más, y el 
sector agropecuario, por distintos factores -nacionales y, sobre todo, internacionales- está pasando por 
una etapa de gran crecimiento. 


Cuando nosotros decimos que hay que gravar más el capital y a las grandes empresas, se nos 
dice: “Si se las grava más, se van”. ¿Adónde van a ir, si los impuestos que pagan estas empresas del 
agro en la región -y vuelvo al ejemplo que cité de la soja- son infinitamente mayores que los que pueden 
cobrarse en nuestro país? 


Es por lo expuesto que volvemos a manifestar: por un lado, se debe gravar más el capital y, por 
otro, invertir los aportes al Banco de Previsión Social; esto es, que las patronales paguen el 15% y los 
trabajadores aporten el 7.5%. 


Todos estos puntos fueron objeto de discusión en nuestro Congreso. Esta es la posición que 
discutimos y sostuvimos en su momento con los representantes del Poder Ejecutivo y quiero decir que la 
seguimos manteniendo. 
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